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Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública 

 
Resolución N° 002115-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA 

 
Expediente : 01221-2023-JUS/TTAIP 
Recurrente : EVELYN PATRICIA HOYOS SALAZAR   
Entidad : CORPORACIÓN PERUANA DE AEROPUERTOS Y AVIACIÓN 

COMERCIAL SOCIEDAD ANÓNIMA - CORPAC S.A.  
Sumilla : Declara fundado el recurso de apelación 
 
Miraflores, 19 de junio de 2023 
 
VISTO el Expediente de Apelación N° 01221-2023-JUS/TTAIP de fecha 3 de abril de 
20231, interpuesto por EVELYN PATRICIA HOYOS SALAZAR contra la denegatoria 
por silencio administrativo negativo de su solicitud de acceso a la información pública 
reencauzada a la CORPORACIÓN PERUANA DE AEROPUERTOS Y AVIACIÓN 
COMERCIAL SOCIEDAD ANÓNIMA - CORPAC S.A. mediante el OFICIO MÚLTIPLE 
N° 0008-2023-MTC/04.02 el 9 de marzo de 2023. 
 
CONSIDERANDO: 
 
I. ANTECEDENTES  

 
Con fecha 9 de marzo de 2023, mediante el OFICIO MÚLTIPLE N° 0008-2023-
MTC/04.022 fue reencauzada a la entidad la solicitud de la recurrente, mediante la 
cual requirió se le remita a su correo electrónico: “RELACIÓN DE CONTRATOS A 
NIVEL NACIONAL, CUALQUIERA SEA SU MODALIDAD, SUSCRITOS ENTRE EL 
MINISTERIO DE TRANSPORTES Y COMUNICACIONES Y/O PROYECTOS 
ESPECIALES Y/O CUALQUIER DEPENDENCIA DEL MINISTERIO, CON 
EMPRESAS CON CAPITALES CHINOS (SEA EN UNA PARTICIPACIÓN 
MINORITARIA O MAYORITARIA, INDIVIDUAL O CONSORCIADA), DESDE EL 28 
DE JULIO DEL AÑO 2016 HASTA LA FECHA. PRECISAR EL NOMBRE DE LA 
PERSONA JURÍDICA BENEFICIADA, EL NÚMERO DE CONTRATO, MODALIDAD 
DEL CONTRATO, AÑO DEL CONTRATO, DESCRIPCIÓN DE LA CONTRATACIÓN 
(OBRA, SERVICIO, ETC), ASÍ COMO EL MONTO ECONÓMICO DEL CONTRATO” 
[sic]. 
 
Con fecha 3 de abril de 2023, al considerar denegada la referida solicitud y en 
aplicación del silencio administrativo negativo, la recurrente presentó ante esta 
instancia el recurso de apelación materia de análisis. Cabe advertir que, mediante el 
aludido recurso, la recurrente señaló: 
 

 
1  Reasignado a la vocal ponente el 26 de mayo de 2023. 
2  Fecha que fue puesta en conocimiento de esta instancia por parte del Ministerio de Transportes y Comunicaciones 

remitiendo la copia del cargo de reencause a la entidad del presente procedimiento, el cual fue adjuntado al 
documento de elevación, el OFICIO N° 0962-2023-MTC/04.02. 
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“(…) 
5.  Un segundo grupo de entidades dependientes del MTC no emitió 

respuesta alguna en el plazo legal que señala el artículo 11 del T.U.O de 
la Ley N° 27806, Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 
aprobado por decreto supremo N° 021-2019-JUS. Entre dichas entidades 
están Corpac S.A., la empresa Nacional de Puertos S.A. y 
PROMOVILIDAD. 

(…)” (sic) 
 
Mediante la Resolución N° 001963-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA, de fecha 8 
de junio de 20233, se admitió a trámite el citado recurso impugnatorio, y se requirió a 
la entidad que en un plazo de cuatro (4) días hábiles remita el expediente 
administrativo correspondiente y formule sus descargos; sin que a la fecha de la 
emisión de la presente resolución haya presentado documentación alguna.  
 

II. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, con excepción de aquella información que afecte la intimidad personal y 
las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
En este marco, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27860, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por Decreto Supremo N° 
021-2019-JUS4, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar 
la información que demandan las personas en aplicación del principio de publicidad. 
 
Asimismo, el artículo 10 de la Ley de Transparencia, establece que las entidades de 
la Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si 
se refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 del mismo cuerpo legal, establece 
que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser fundamentada por 
las excepciones de ley, agregando el primer párrafo del artículo 18 de la referida 
norma que las excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del mismo texto 
son los únicos supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la 
información pública, por lo que deben ser interpretadas de manera restrictiva por 
tratarse de una limitación a un derecho fundamental. 
 
2.1 Materia en discusión 

 
De autos se advierte que la controversia radica en determinar si la entidad se 
encuentra en la obligación de poseer la información solicitada, si ésta es pública; 
y, en consecuencia, corresponde su entrega a la recurrente. 

 
2.2 Evaluación  

 
Sobre el particular, toda documentación que obra en el archivo o dominio estatal 
es de carácter público para conocimiento de la ciudadanía por ser de interés 

 
3  Notificada el 13 de junio de 2023. 
4  En adelante, Ley de Transparencia. 
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general, conforme lo ha subrayado el Tribunal Constitucional en el Fundamento 
5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 4865-2013-PHD/TC indicando: 
 

“La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública no 
solo es de interés para el titular del derecho, sino también para el propio 
Estado y para la colectividad en general. Por ello, los pedidos de información 
pública no deben entenderse vinculados únicamente al interés de cada 
persona requirente, sino valorados además como manifestación del principio 
de transparencia en la actividad pública. Este principio de transparencia es, 
de modo enunciativo, garantía de no arbitrariedad, de actuación lícita y 
eficiente por parte del Estado, y sirve como mecanismo idóneo de control en 
manos de los ciudadanos”. (Subrayado agregado) 
 

Al respecto, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que consagra 
expresamente el Principio de Publicidad, establece que “Toda información que 
posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones expresamente 
previstas por (…) la presente Ley”; es decir, establece como regla general la 
publicidad de la información en poder de las entidades públicas, mientras que el 
secreto es la excepción. En esa línea, el Tribunal Constitucional en el 
Fundamento 8 de la sentencia recaída en el Expediente N° 02814-2008-
PHD/TC, ha señalado respecto del mencionado Principio de Publicidad lo 
siguiente: 
 

“(…) Esta responsabilidad de los funcionarios viene aparejada entonces con 
el principio de publicidad, en virtud del cual toda la información producida por 
el Estado es, prima facie, pública. Tal principio a su vez implica o exige 
necesariamente la posibilidad de acceder efectivamente a la documentación 
del Estado”. 
 

Dentro de ese contexto, el tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de 
Transparencia establece que la solicitud de información no implica la obligación 
de las entidades de la Administración Pública de crear o producir información 
con la que no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse 
el pedido, en tal sentido, efectuando una interpretación contrario sensu, es 
perfectamente válido inferir que la administración pública tiene el deber de 
entregar la información con la que cuenta o aquella que se encuentra obligada a 
contar. 
 
Dicho esto, en el caso de autos, la recurrente solicitó se le remita a su correo 
electrónico: “RELACIÓN DE CONTRATOS A NIVEL NACIONAL, CUALQUIERA 
SEA SU MODALIDAD, SUSCRITOS ENTRE EL MINISTERIO DE 
TRANSPORTES Y COMUNICACIONES Y/O PROYECTOS ESPECIALES Y/O 
CUALQUIER DEPENDENCIA DEL MINISTERIO, CON EMPRESAS CON 
CAPITALES CHINOS (SEA EN UNA PARTICIPACIÓN MINORITARIA O 
MAYORITARIA, INDIVIDUAL O CONSORCIADA), DESDE EL 28 DE JULIO DEL 
AÑO 2016 HASTA LA FECHA. PRECISAR EL NOMBRE DE LA PERSONA 
JURÍDICA BENEFICIADA, EL NÚMERO DE CONTRATO, MODALIDAD DEL 
CONTRATO, AÑO DEL CONTRATO, DESCRIPCIÓN DE LA CONTRATACIÓN 
(OBRA, SERVICIO, ETC), ASÍ COMO EL MONTO ECONÓMICO DEL 
CONTRATO” [sic]. No obstante, la entidad no brindó una respuesta a la 
solicitante en el plazo legal ni efectuó sus descargos ante esta instancia. 
 
Al respecto, al no brindar una respuesta a la recurrente ni presentar sus 
descargos a esta instancia, la entidad ha omitido indicar que no posee la 
información requerida, no tiene la obligación de contar con ella o, teniéndola en 
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su poder, acreditar la existencia de una causal de excepción al ejercicio del 
derecho de acceso a la información pública contemplado en la Ley de 
Transparencia, conforme lo exige el Tribunal Constitucional en el Fundamento 
13 de la sentencia recaída en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC, en cuanto 
señala lo siguiente: 
 

“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe 
un bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública 
solicitada y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir 
efectivamente al interés constitucional que la justifica. De manera que si el 
Estado no justifica la existencia del apremiante interés público para negar el 
acceso a la información, la presunción que recae sobre la norma o acto debe 
efectivizarse y confirmarse su inconstitucionalidad; y, consecuentemente, la 
carga de la prueba sobre la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado”. (subrayado 
nuestro) 

 
En esa línea, atendiendo a que la entidad no ha manifestado y acreditado que 
dicha documentación se encuentre protegida por alguna excepción al derecho 
de acceso a la información pública previsto por la Ley de Transparencia, la 
Presunción de Publicidad respecto del acceso a dicha documentación se 
encuentra plenamente vigente al no haber sido desvirtuada por la mencionada 
entidad. 
 
A mayor abundamiento, sobre el carácter público de la información requerida, 
cabe precisar que el numeral 3 del artículo 5 de la Ley de Transparencia 
establecen que se debe publicar en el portal institucional la siguiente información: 
 

“3. Las adquisiciones de bienes y servicios que realicen. La publicación 
incluirá el detalle de los montos comprometidos, los proveedores, la cantidad 
y calidad de bienes y servicios adquiridos.” 

 
De igual modo, cabe precisar que la información sobre la gestión de las 
entidades del Estado deben ser publicadas en los portales de transparencia5; al 
respecto, el numeral I del Lineamiento para la Implementación y Actualización 
del Portal de Transparencia Estándar en las Entidades de la Administración 
Pública6, señala que dicha norma tiene por objeto establecer las disposiciones 
para una adecuada implementación y actualización del Portal de Transparencia 
Estándar en las entidades de la Administración Pública, como herramienta de 
transparencia activa y proactiva, a efectos de garantizar el cumplimiento del 
principio de publicidad de la información, precisándose en el numeral 7 de su 
Anexo, que se debe publicar lo siguiente: “Procesos de selección de bienes y 
servicios, contrataciones directas, penalidades aplicadas, órdenes de bienes y 
servicios, publicidad, pasajes viáticos, telefonía fija, móvil e internet, uso de 
vehículos, plan anual de contrataciones, laudos arbitrales, actas de conciliación, 
comité de selección, relación de proveedores sancionados y otra información 
relevante para la entidad”. 
 
En esa misma línea, el Tribunal Constitucional en el Fundamento Jurídico 19 de 
su sentencia recaída en el Expediente N° 00020-2003-AI/TC, ha sustentado la 

 
5  Mediante Decreto Supremo N° 063-2010-PCM se aprobó la implementación del Portal de Transparencia Estándar 

de las entidades de la Administración Pública.  
6  Aprobada por Resolución Directoral N° 11-2021-JUS/DGTAIPD de fecha 24 de marzo de 2021.  
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eficacia del principio de transparencia en todo proceso de adquisición de bienes 
y servicios por parte del Estado: 

 
“(…) si bien es cierto que la Ley de Contrataciones del Estado representa la 
norma de desarrollo constitucional que recoge los principios señalados en el 
artículo 76° de la Constitución, también lo es que el contexto socioeconómico 
puede determinar la necesidad de establecer mecanismos excepcionales de 
adquisición, conforme lo señala la propia Constitución, y cuya única condición 
exigible será que estén regulados por ley y que respeten los principios 
constitucionales que rigen toda adquisición pública. Es claro, entonces, que 
ningún mecanismo de adquisición será válido si no respeta los principios de 
eficiencia, transparencia y trato igualitario” (subrayado nuestro). 

 
Finalmente, teniendo en cuenta que el requerimiento efectuado por la recurrente, 
se refiere a la entrega de una “relación” de contratos a nivel nacional, 
especificando ciertos datos, es oportuno señalar lo resuelto por el Tribunal 
Constitucional en el Fundamento 6 de la sentencia recaída en el Expediente N° 
03598- 2011-PHD/TC, en cuanto precisó:  
 

“6. Por otra parte, el artículo 13° de la Ley 27806, en su tercer párrafo dispone 
lo siguiente: “La solicitud de información no implica la obligación de las 
entidades de la Administración Pública de crear o producir información con la 
que no cuente o no tenga la obligación de contar al momento de efectuarse 
el pedido. En este caso, la entidad de la Administración Pública deberá 
comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud se debe a la 
inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. Esta 
Ley tampoco permite que los solicitantes exijan a las entidades que efectúen 
evaluaciones o análisis de la información que posean.  
Sobre esto último, cabe precisar que la Administración Pública 
excepcionalmente puede dar respuesta a los pedidos de información pública 
a través de la elaboración de documentos que consignen la información 
solicitada citando su origen, sin emitir valoraciones ni juicios sobre el 
contenido del pedido, sin que ello suponga la creación de la información 
solicitada, ni contravención alguna al artículo 13° de la Ley N° 27806” 
(subrayado agregado).  

 
En ese sentido, es válido inferir que las entidades de la Administración Pública 
están obligadas a entregar la información con la que cuenten o tengan la 
obligación de contar, pudiendo inclusive extraerla de cualquier documento o 
soporte para reproducirla en un nuevo documento, indicando a qué fuente 
pertenece, sin que ello implique crear o producir información, ni contravenir lo 
dispuesto por el artículo 137 de la Ley de Transparencia. 
 
A mayor abundamiento, resulta ilustrativo lo señalado por el Consejo para la 
Transparencia de Chile, quien, citando la jurisprudencia del Comisionado de 
Información de Inglaterra, estimó que “(…) una autoridad pública no está creando 
información cuando se le solicita que procese en forma de lista información que 

 
7  “Artículo 13.- Denegatoria de acceso 

La entidad de la Administración Pública a la cual se solicite información no podrá negar la misma basando su decisión 
en la identidad del solicitante. 
La denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser debidamente fundamentada por las excepciones de los 
artículos 15 a 17 de esta Ley; y el plazo por el que se prolongará dicho impedimento. 
La solicitud de información no implica la obligación de las entidades de la Administración Pública de crear o producir 
información con la que no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido. En este caso, 
la entidad de la Administración Pública deberá comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud se debe a la 
inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. (…)” 
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tiene; manipular información que se encuentra en sus archivos o extraer 
información de una base de datos electrónica mediante una búsqueda”.8  
 
Por lo expuesto, podemos concluir que en tanto la entidad cuente o deba contar 
con la información requerida por el recurrente, dicho requerimiento no constituye 
la creación de información, sino que implica ubicar la misma y extraerla para 
entregarla al administrado. 
 
En consecuencia, corresponde estimar el recurso de apelación presentado por 
la recurrente y ordenar a la entidad que entregue la información pública 
solicitada; o, en su defecto, comunique a la recurrente de manera clara y precisa 
respecto de su inexistencia, conforme lo dispuesto en el precedente de 
observancia obligatoria emitido por esta instancia mediante Resolución N° 
0103007720209.  
 

Finalmente, de conformidad con el artículo 35 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia, en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a 
cada entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido 
sus funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a 
las normas de transparencia y acceso a la información pública.  
 
Asimismo, el artículo 4 de la Ley de Transparencia, señala que todas las entidades de 
la Administración Pública quedan obligadas a cumplir lo estipulado en la presente norma 
y que los funcionarios o servidores públicos que incumplieran con las disposiciones a 
que se refiere esta Ley serán sancionados por la comisión de una falta grave, pudiendo 
ser incluso denunciados penalmente por la comisión de delito de Abuso de Autoridad a 
que hace referencia el artículo 376 del Código Penal.  
 
Además, el artículo 368 del Código Penal establece que el que desobedece o resiste la 
orden legalmente impartida por un funcionario público en el ejercicio de sus atribuciones, 
salvo que se trate de la propia detención, será reprimido con pena privativa de libertad 
no menor de tres ni mayor de seis años. 
 
De conformidad con el artículo 6 y en el numeral 1 del artículo 7 del Decreto Legislativo 
N° 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de Transparencia y Acceso 
a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección de Datos Personales y la 
Regulación de la Gestión de Intereses; 
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación interpuesto por EVELYN 
PATRICIA HOYOS SALAZAR, contra la denegatoria por silencio administrativo 
negativo de la solicitud de acceso a la información pública y; en consecuencia, 

 
8  CONSEJO PARA LA TRANSPARENCIA DE CHILE. Decisión recaída en el Amparo ROL A80-09. Disponible en:  

https://jurisprudencia.cplt.cl/cplt/decision.php?id=CPLT0000116.  
9  Dentro de ese marco, en el supuesto de inexistencia de la información requerida, es importante resaltar que mediante 

la Resolución N° 010300772020 emitida por esta instancia y publicada en el Diario Oficial El Peruano el día 11 de 
febrero de 2020, se declaró precedente administrativo de observancia obligatoria lo siguiente: 

“Las entidades no podrán denegar el acceso a la información pública, argumentando únicamente que la 
documentación requerida no ha sido creada por ésta, atendiendo a que el derecho de acceso a la información 
pública abarca no solamente la posibilidad de obtener aquella que ha sido generada por la propia institución, sino 
también a la que no siendo creada por ésta, se encuentra en su posesión. En tal sentido, cuando las entidades 
denieguen el acceso a la información pública en virtud a la inexistencia de la documentación requerida, deberán 
previamente verificar mediante los requerimientos a las unidades orgánicas que resulten pertinentes si la 
información: i) fue generada por la entidad; y, ii) si ha sido obtenida, se encuentra en su posesión o bajo su 
control; asimismo, luego de descartar ambos supuestos, deberán comunicar de manera clara y precisa 
dicha circunstancia al solicitante”. (subrayado y resaltado agregado) 
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ORDENAR a la CORPORACIÓN PERUANA DE AEROPUERTOS Y AVIACIÓN 
COMERCIAL SOCIEDAD ANÓNIMA - CORPAC S.A. la entrega de la la información 
pública solicitada; o, en su defecto, comunique a la recurrente de manera clara y precisa 
respecto de su inexistencia, conforme a los argumentos expuestos en la presente 
resolución, bajo apercibimiento de que la Secretaría Técnica de esta instancia, 
conforme a sus competencias, en atención a lo dispuesto por los artículos 368 y 376 del 
Código Penal. 
 
Artículo 2.- SOLICITAR a la CORPORACIÓN PERUANA DE AEROPUERTOS Y 
AVIACIÓN COMERCIAL SOCIEDAD ANÓNIMA - CORPAC S.A. que, en un plazo 
máximo de siete (7) días hábiles, acredite el cumplimiento de lo dispuesto en la presente 
resolución a EVELYN PATRICIA HOYOS SALAZAR. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley de Procedimiento 
Administrativo General, aprobado mediante Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a EVELYN 
PATRICIA HOYOS SALAZAR y a la CORPORACIÓN PERUANA DE AEROPUERTOS 
Y AVIACIÓN COMERCIAL SOCIEDAD ANÓNIMA - CORPAC S.A. de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 18 de la norma antes indicada. 
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe).  

 

 
JOHAN LEÓN FLORIÁN 

Vocal Presidente 

                                                     
      VANESSA LUYO CRUZADO                                         VANESA VERA MUENTE                    
          Vocal                                                                  Vocal 

 
vp: vvm 

http://www.minjus.gob.pe/

